Carátula 


COMISIÓN DE HACIENDA 


(Sesión celebrada el día 22 de marzo de 2018). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:10). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«Solicitud de audiencia remitida por la Asociación de Funcionarios de Impositiva que dice lo 
siguiente: “Solicitamos reunión con ustedes a los efectos de tratar la situación de los nombramientos 
discrecionales en DGI, lo cual incumple la Ley 18.719 y la Ley 19.535. 


El día lunes 19 de marzo, DGl continuó con nombramientos de jefaturas a dedo. 
Entendemos que debe abordarse este tema a la mayor brevedad posible. 
Agradecemos nos confirmen reunión. 

Comisión Directiva de AFI». 


—Podemos tratar el tema después pero, generalmente, cuando las delegaciones piden ser 
recibidas por temas laborales los derivamos a la comisión correspondiente. 


SEÑOR AMORÍN.- Pediría que lo resolvamos después. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
SEÑORA AYALA.- Buenos días y bienvenidos. 


Quiero hacer alusión a un tema que se trató en la sesión pasada de la comisión. He leído la 
versión taquigráfica. Ustedes saben por qué no estuve presente ese día: estaba cumpliendo otra 
función. Me llamó la atención que se votó el proyecto de estabilización energética, pero la comisión no 
invitó a uno de los actores que considero importantes: me refiero a UTE. Ya sé que fue votado en la 
comisión y pasó al plenario, pero simplemente dejo esa constancia, y cuando el proyecto pase a la 
Cámara de Representantes procuraremos que se viabilice la invitación a UTE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Le vamos a pedir a la secretaria de la comisión que cuando la Cámara de 
Representantes invite a UTE nos lo comunique a aquellos que estamos interesados en escuchar la 
opinión de ese organismo. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del día: la Carpeta n. 
* 1018/2018, relacionado con el proyecto de ley que envió el Poder Ejecutivo sobre exoneración de un 
porcentaje de la Contribución Inmobiliaria Rural. 


Tenemos el agrado de recibir al Congreso de Intendentes: su presidente, José Luis Falero; su 
Vicepresidente, Marne Osorio; al intendente de Canelones, Yamandú Orsi; y al asesor, contador Daniel 
Sureda. 


SEÑOR DELGADO.- Señor presidente: como estamos tratando el proyecto de ley por el que se 
establece una reducción para los ejercicios 2018 y 2019 de la Contribución Inmobiliaria Rural, 


recibimos anteriormente al Ministerio de Economía y Finanzas —hace unos quince días—, y ustedes 
recordarán que en su momento le pedimos una información sobre el detalle de las partidas 
desagregadas que desde el Gobierno central se transfieren a las intendencias. Esta es la misma 
pregunta que le vamos a hacer al Congreso de Intendentes que hoy nos visita. En concreto, queremos 
saber si esa información ha llegado, pues para nosotros es muy importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esa información, señor senador, no llegó y la estamos reiterando en el día de 
hoy. Lo tendremos informado a usted y a toda la comisión. 


SEÑOR FALERO.- En primer lugar, agradezco la invitación. Con gusto estamos acá para evacuar las 
dudas o consultas que ustedes deseen hacer. Sabemos que en este momento están considerando un 
proyecto de ley que fue enviado por el Poder Ejecutivo. Como es de público conocimiento, se trata de 
una iniciativa para cuya elaboración no se consultó al Congreso de Intendentes, lo que motivó que, en 
virtud de que afecta recursos presupuestales de los departamentos, solicitáramos oportunamente una 
reunión con las autoridades de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. El objetivo era saber si era 
posible implementar un sistema similar a los que se había dispuesto en otras ocasiones. Los 
antecedentes de que disponemos datan de los años 2001 y 2002, en los que se dieron situaciones 
similares y se acudió a recursos de los gobiernos departamentales para contemplar la situación de los 
productores. 


En el año 2000, como recordarán los señores senadores, se aprobó la Ley n.* 17243, que 
estableció la rebaja de la Contribución Inmobiliaria Rural en un 25 % por ese año y, al mismo tiempo, 
por medio el artículo 10, se autorizó al Poder Ejecutivo a compensar a los gobiernos departamentales a 
fin de que no se afectara su presupuesto. Al año siguiente, se instrumentó un mecanismo definitivo en 
el que se contemplaba un porcentaje para los productores de menos de 100 hectáreas. En ese caso, 
con esa compensación —que quedó establecida de manera definitiva hasta la derogación que se 
dispuso en el último presupuesto— se contemplaba que todos los departamentos recibieran luego una 
transferencia desde rentas generales. 


Cuando nos enteramos de esta propuesta, consultamos al director de la OPP, contador 
Álvaro García, quien nos transmitió que no habrá compensación, sino que se trata de un esfuerzo que 
tendrán que hacer los gobiernos departamentales. Obviamente, como al Poder Ejecutivo, nos preocupa 
la situación del sector productivo, no la podemos desconocer, pero entendemos que este aporte no 
será equitativo, ya que los montos no tendrán relación con los presupuestos, sino que serán 
diferenciales. En concreto, en esta iniciativa se plantea una serie de condiciones como, por ejemplo, 
que las explotaciones no tienen que exceder las 1000 hectáreas y que el tope será el índice Coneat 
100. Quiere decir que, debido a las diversas situaciones, es muy difícil saber el monto que vamos a 
perder, tema que lo venimos trabajando, por un lado, con la OPP y, por otro, con los gobiernos 
departamentales. En los últimos días hemos notado otra dificultad que se ha agregado a las que ya 
teníamos para obtener ese dato, pues se habla de explotaciones de menos de 1000 hectáreas, pero se 
puede dar el caso de productores que tengan más de una explotación en distintos departamentos. 
Entonces, se debe tener en cuenta que va a haber datos que podemos tener en el propio 
departamento, pero otros no. Quizá, se puede dar el caso de un productor que tenga explotaciones en 
San José de menos de 1000 hectáreas, pero si le sumamos las que tenga en Canelones, por ejemplo, 
exceda ese límite. Esto indica que se deberá hacer un trabajo de cálculos muy importante. 


El informe preliminar elaborado por los técnicos de la OPP indica que la pérdida de recursos 
rondaría los $ 250:000.000, dato que está pendiente de revisión y es un trabajo al que nos 
abocaremos. Sin embargo, de acuerdo con los datos recabados por las intendencias —me parece que 
Osorio dispone de los datos de Rivera, pero puede haber otros intendentes que ya lo hayan 
elaborado-—, se estima que puede estar en un 30 % o un 35 % más, pero no podemos asegurarlo y no 
queremos improvisar. Sí es real que la distribución, por ejemplo, si hay $ 250:000.000 como indicó la 
OPP, implica una variación diferente para cada intendencia. En base al cálculo que hace la OPP, de 
esos $ 250:000.000, por ejemplo, Montevideo estaría aportando $ 11:000.000; Artigas, $ 5:000.000; 
Canelones, $ 25:000.000; Cerro Largo, $ 9.000.000; Colonia, $ 33:000.000; Flores, $ 15:000.000; 
Florida, $ 33:000.000; Lavalleja, $ 11:000.000; Maldonado, $ 10:000.000; Paysandú, $ 14:000.000; San 
José, $ 29:000.000; Soriano, $ 20:000.000. Personalmente, como presidente del Congreso de 
Intendentes me preocupa esta disparidad en cuanto a lo que dejamos de percibir. Me llaman los 
colegas y me dicen que está bien que hagamos un aporte al sector productivo, pero no sabemos si, de 
acuerdo al criterio utilizado en esta norma, es adecuado el porcentaje a aplicar. Esto va a ser tema de 
una discusión que vamos a tener que generar entre la OPP y el Congreso de Intendentes. 


Obviamente, ante la solicitud de los señores senadores, les decimos -—y hablo a título 
personal- que la realidad es que los antecedentes no son los mismos que en otras ocasiones y que lo 


que ha ofrecido el Poder Ejecutivo significa una pérdida real de recursos para los gobiernos 
departamentales. Esto lo tenemos muy claro todos los colegas, independientemente de que en el 
Congreso de Intendentes hay una fuerte coincidencia y estamos contestes en que hay que ayudar al 
sector productivo. Quizás esta es una forma rápida de hacerlo, pero va a haber que instrumentar de 
alguna manera que esto sea un poco más justo entre las diecinueve intendencias. 


SEÑOR OSORIO.- Me sumo al agradecimiento por la invitación de la comisión, porque realmente para 
nosotros es muy importante esta instancia. A fin de no reiterar lo que mencionaba el señor presidente 
del Congreso de Intendentes, quisiera señalar algunos hitos que creemos que son fundamentalmente 
importantes. 


Hay que destacar el hecho de que esta ha sido una definición o una propuesta unilateral 
sobre uno de los tres recursos de recaudación que tienen los gobiernos nacionales o departamentales, 
que sin duda afecta mucho a los presupuestos que hemos aprobado y a la planificación que tiene cada 
uno de los departamentos en materia de inversión y de funcionamiento, y que no es el recurso que se 
destina exclusivamente a la infraestructura en el medio rural, a la caminería rural. Todos los gobiernos 
departamentales tenemos una intervención muy diversificada en los territorios rurales. Por supuesto 
que tenemos una inversión muy importante en infraestructura, como por ejemplo en Rivera donde se 
ha asumido un costo de reposición de equipamiento vial para atender por la vía de la gestión por 
administración gran parte de la atención en infraestructura, pero además hay una fuerte y permanente 
inversión en el área de la salud. Si bien estamos hablando por el departamento de Rivera, nos consta 
que en mayor o menor medida esta es una realidad de todo el país. Tenemos policlínicas rurales, un 
servicio de atención primaria en salud y uno de atención odontológica, que en el caso de Rivera 
significa seis mil fichas clínicas en un universo de cien mil habitantes que son asistidos por los 
presupuestos departamentales. Hoy tenemos programas que atienden el suministro de agua potable y 
de agua para la producción en el medio rural, que se ocupan de los centros educativos en forma 
permanente y que colaboran o son soporte para los estudiantes en materia de transporte y de hogares 
estudiantiles; en el interior del departamento tenemos cinco hogares estudiantiles. 


Quiero señalar que, en realidad, se trata de un impuesto que viene de libre disponibilidad y 
utiliza los recursos que permiten «disponibilizarse» para muchas actividades en los territorios donde la 
comunidad sabe que la ventanilla más próxima para ir a hacer los planteos, más allá de las 
competencias formales, es el gobierno departamental. 


Por otro lado, quiero enfatizar las cifras que se manejaron en forma preliminar. En el caso de 
Rivera, los números arrojaban una pérdida de $ 7:000.000 al año y, los que nosotros hacemos nos 
indican que la pérdida sería de $ 25:000.000 con una emisión en el 2018 de $ 122:000.000. Entonces, 
en el mejor de los casos, con la morosidad histórica que tenemos es de esperar una recaudación 
efectiva de $ 109:000.000 donde, repito, se estarían perdiendo $ 25:000.000. Es realmente un impacto 
muy duro y muy fuerte. Además, queremos enfatizar que como fue un criterio general no hace más que 
profundizar las inequidades de los territorios, porque tenemos departamentos con realidades 
socioeconómicas y productivas muy diferentes a otras regiones del país; sin duda, esto va a repercutir 
en muchos de los servicios que nosotros estamos prestando en los territorios. 


SEÑOR FALERO.- Quería agregar algo que es bueno que los señores senadores conozcan. 


Cuando a principios de esta legislatura se negoció el Presupuesto Quinquenal con el Poder 
Ejecutivo, definimos la necesidad de generar un paquete de programas que atendieran a la caminería 
rural. Ese paquete se concretó finalmente en el artículo 677 del Presupuesto, donde incorporamos tres 
programas: el 999, el 998 y el 994; esto es, programa de mantenimiento de red vial, programa de red 
subnacional y un complemento de caminería departamental. Quiero aclarar, para quienes no conocen 
estos números, nos estamos refiriendo al 370 de toda la vida que correspondía al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, al 371 sobre Plan Forestal, que se incorporó en algún gobierno anterior y, 
en este caso, lo que era el Impuesto al Patrimonio —durante el Gobierno anterior nosotros percibimos el 
90 % de ese impuesto— se definió en un monto que quedó en el entorno del 30 %, lo que significó $ 
450:000.000. Todo el paquete entre los tres programas nos daba $ 950:000.000. ¿Qué se dijo en ese 
momento? Que para que esto tuviera una mejor ejecución en cuanto a la obra, las intendencias 
debíamos aportar un 30 % sobre esto como contrapartida. Allí, en la negociación, nosotros 
preguntamos cómo íbamos a lograr esto si estábamos bajando lo que recaudábamos del Impuesto al 
Patrimonio: en el último año del Gobierno anterior alcanzamos a invertir $ 1.000:000.000 en caminería 
rural como consecuencia de este impuesto y bajábamos a $ 450:000.000 y debíamos agregar una 
contrapartida propia. Entonces, se nos dijo: «Esta situación, de alguna manera, está salvada en parte 
porque nosotros vamos a derogar la bonificación del 18 % de la Contribución». Bueno, se concretó, 
pero hoy estamos con la realidad de que volvemos a dar este beneficio y nosotros tenemos asumido el 


compromiso a nivel presupuestal. Creo que este tema también tenemos que revisarlo en la rendición 
de cuentas, porque este compromiso que tenemos que cumplir está asfixiando a algunas intendencias 
cuando en realidad se nos dijo que era como consecuencia de que se derogaba el beneficio del año 
2002, porque el sector estaba mejorando. Esto es tal cual lo estoy expresando y lo podemos decir 
donde sea y con quien sea, no para pelear sino, simplemente, para decir cómo fueron las cosas. La 
realidad de hoy es que tememos poder cumplir con esto y no queremos incumplir con lo acordado. 
Creo que en este trabajo que estamos haciendo con la OPP vamos a tener que revisar lo que tiene que 
ver con nuestras contrapartidas establecidas en el Presupuesto, porque al no tener este dinero no 
vamos a poder ejecutar en consecuencia. 


Quería agregar este tema, porque se trató acá al inicio de la legislatura en la instancia 
presupuestal. 


SEÑOR DELGADO.- En la bancada del Partido Nacional recibimos hace unos días a una delegación 
de intendentes nacionalistas para hablar sobre este tema y nos explicaron básicamente lo que están 
señalando hoy. Nosotros hicimos algunas preguntas y, además, anunciamos que la bancada del 
Partido Nacional va a acompañar este proyecto de ley de rebaja de la contribución inmobiliaria, pero de 
manera responsable. 


En ese sentido, quería hacer algunas preguntas relacionadas con la búsqueda de alternativas 
—no a este proyecto de ley- para paliar la situación que se genera a partir de esta iniciativa, que puede 
ser justa para el sector de la producción pero tiene la contracara de disminuir las posibilidades de 
acción de las intendencias en caminería y en servicios. 


Me preocupa mucho la dispersión del impacto que tiene esto porque no a todas las 
intendencias las va a afectar de la misma manera. Por el perfil de suelos y la estructura demográfica y 
productiva del Uruguay, el impacto financiero que este proyecto de ley va a generar a las intendencias 
es muy inequitativo. 


Me gustaría saber si tienen alguna fórmula alternativa para que el impacto sea más equitativo, 
más justo. Sé que en algunas partidas han buscado otros mecanismos. En este caso, la contribución 
inmobiliaria está vinculada a una realidad física. De todas formas, quisiera saber si están evaluando 
alguna propuesta que mejore la equidad en el impacto —creo que es eso— en las intendencias. 


En segundo lugar, me interesaría que el Congreso de Intendentes nos detalle cuáles son las 
cifras desagregadas —si no las tienen ahora solicitaría que las manden después-— de las transferencias 
que realiza el gobierno central hacia las intendencias. Me refiero concretamente a las cifras por 
programas presupuestales y a las que están previstas en la Constitución. 


En tercer término, en relación con la rendición de cuentas a la que hacía mención el 
presidente del Congreso de Intendentes, José Luis Falero, es verdad que se establecieron algunos 
programas con condicionamientos, entre ellos una contrapartida del 30 % y una partida especial a una 
zona metropolitana en Montevideo y Canelones. Dentro de esta nueva realidad, ¿también está 
afectada esa partida o queda en los mismos términos que se establecieron en la rendición de cuentas? 
¿Ese tema también forma parte de la mesa de discusión que tienen con la contraparte del Poder 
Ejecutivo, o sea la OPP? 


En cuarto lugar, ustedes hablaban de la contrapartida de la rendición de cuentas. Estoy de 
acuerdo con que la rendición de cuentas —-que es por dos años— es una gran oportunidad para tratar de 
encontrar mecanismos de compensación porque por más que puedan negociar en el sentido de que la 
contrapartida no se haga efectiva, en términos reales implica que va a haber menos kilómetros y 
menos obras. Quizás el impacto económico sea menor porque ustedes se obligan a no tener la 
contrapartida, pero en términos poblacionales habrá menos capacidad de incidencia o de realización 
de obras por parte de las intendencias. 


Más allá de que vamos a acompañar este proyecto de ley, nos gustaría que nos ayudaran a 
pensar juntos —sé que lo están haciendo con la OPP-— mecanismos en esta rendición de cuentas y 
tratar de establecer algunas compensaciones, a los efectos de que la población no quede resentida por 
la realización de menos obras. 


SEÑOR SUREDA.- Les haremos llegar la información que solicita el señor senador. No obstante, las 
dos grandes partidas que son producto de la negociación quinquenal entre el Congreso de Intendentes 


y el Poder Ejecutivo son las que corresponden a los fondos de libre disponibilidad del artículo 214 de la 
Constitución, que en números redondos son unos $ 12.000:000.000 —es la partida más grande- y al 
fondo de desarrollo del interior —dirigido a proyectos que busquen el desarrollo regional y la 
descentralización—, que es de $ 1.300:000.000 o $ 1.400:000.000, que está previsto en el artículo 298 
de la carta magna. Esas son las dos grandes partidas que llegan en tiempo y forma; por lo menos 
desde 2005 a la fecha el Poder Ejecutivo ha cumplido religiosamente con ellas. 


El año 2005 fue muy revulsivo respecto al esquema de las transferencias. Fue el primer 
quinquenio de este siglo en el que se revisó la asignación de las transferencias, es decir que, luego de 
una negociación intensa con el Poder Ejecutivo, se redefinieron una cantidad de partidas que 
conformaban la transferencia y se llevaron a una sola que es ese 3,33 %. Realmente fue un cambio 
sustantivo que implicó actualizar viejos criterios como el de población, territorio, inverso de generación 
de riqueza —que era el inverso del producto bruto— e índice de las necesidades básicas insatisfechas 
de cada departamento, todos ponderados en un 25 %. 


SEÑOR DELGADO.- Quiero dejar constancia de que el señor Sureda hace referencia a las dos 
partidas más importantes que están previstas en dos artículos de la Constitución de la república y que 
fueron aprobadas en la reforma de 1996. 


SEÑOR SUREDA.- Tal como está previsto en la Constitución, cada cinco años se revisa esa 
asignación. ¿A qué llegamos cada uno de esos cinco años? Cada vez que resulte necesario revisar 
esos cuatro indicadores, si hay cambios, obviamente también los habrá en esas partidas o 
asignaciones. Por ejemplo, en el caso de Río Negro que tiene el 4,13 —como decía el señor Lafluf- si le 
ponen el producto bruto que hay ahora, en realidad mejora su participación y baja su cuota parte. Cada 
uno tiene su realidad. 


Como es sabido, desde el punto de vista presupuestal, es muy difícil volver atrás una vez 
que se recibe una partida. Entonces, ¿cuál fue el acuerdo al que se llegó en 2005? Se acordó que 
nadie recibiera menos de lo que tenía y, sobre la base de mayores recursos, fue posible revisar todas 
las asignaciones. Esa es la respuesta a la pregunta de por qué no está ese fondo de $ 250:000.000 
que tocaba a Montevideo y Canelones. En el proceso de negociación, cuando se dijo que se iba a 
llevar a cabo una revisación, en función de que Montevideo lideraba la demanda de una mayor 
participación en el esquema de recursos, solicitamos que no se tocaran los recursos que ya estaban. 
Preguntamos si estaban dispuestos a apoyar que Montevideo y Canelones llevaran otro fondo por 
separado de ese. Si se negociara con el Poder Ejecutivo y se lo dieran a Montevideo y Canelones, las 
demás intendencias no tendrían problema en participar. Por eso, la respuesta es que ese fondo no 
tiene nada que ver con esas partidas ni con los $ 12.000:000.000 o con los $ 1.300:000.000 o $ 
1.400:000.000 del Fondo de Desarrollo del Interior —FDI- que, si bien son algo aparte, fueron producto 
de la negociación para mantener las cuotas partes que cada uno tenía en el esquema de recursos 
establecidos en los artículos 214 y 298 de la Constitución de la república. 


Aprovecho esta instancia para decir que sería muy interesante contar con datos actualizados 
—este trabajo se inició en 1992 con el contador Mario Bucheli, se discontinuó en el año 2005 y se 
retomó en la Administración anterior— de la determinación del producto bruto interno por departamento. 
Es una información riquísima que ayudaría mucho para la asignación de recursos, la toma de 
decisiones y la planificación. Sin embargo los últimos datos disponibles son del año 2011. 


Muchas gracias. 


SEÑORA AYALA.- Me gustaría que razonáramos juntos y doy por descontado el buen diálogo que 
tiene el Congreso de Intendentes con el Gobierno —en este caso, con la OPP-—, aspecto que es de larga 
data. Me alegro de haber formado parte de esta historia en el período pasado y de que hoy las 
intendencias también obtengan muy buenos resultados como producto de lo que se hizo, por ejemplo, 
con el tema de las patentes. 


Con respecto al resultado de lo que recaudan las intendencias por concepto de patentes en 
la actualidad, entiendo que hubo una recaudación estimada en el presupuesto quinquenal de estos 
organismos y una recaudación efectiva. Por suerte hubo una diferencia muy importante en más que, 
por supuesto, varía de acuerdo con el departamento de que se trate. Voy a poner el ejemplo de mi 
departamento —son los datos de que dispongo-—, Artigas, donde la recaudación estimada por concepto 
de patentes en el presupuesto quinquenal fue de $ 128:000.000, pero, efectivamente, se han 
recaudado $ 162:000.000. Esto significa que hay una diferencia positiva de $ 34:000.000 y lo que 
Artigas dejaría de percibir debido al 18 % de la contribución serían $ 5:000.000. Es decir que hay una 


gran diferencia entre lo que recibió por concepto de patente de rodados y lo que dejaría de percibir 
debido al 18 % de la contribución, aspecto que no estaba previsto en el presupuesto quinquenal: las 
intendencias no hicieron su proyección en base a lo que hoy se está recaudando de más. 


Digo esto porque quiero que pensemos juntos al momento de empezar a reclamar un poco 
más de partidas al Gobierno nacional o de querer resarcirnos «porque vamos a perder tanto en el 
interior con respecto a las recaudaciones». 


De todas formas, es cierto que, si tenemos en cuenta los números de las proyecciones, hay 
dos departamentos que realmente tienen una pérdida en este sentido: Flores y Florida. De acuerdo con 
los números que tengo en mi poder, Flores recauda en más $ 14:000.000 por concepto de patente de 
rodados y Florida $ 5:000.000, pero debido al porcentaje de aporte a la contribución van a perder 
$ 15:000.000 y $ 33:000.000 respectivamente. Tal vez habría que ver cómo podríamos resarcir entre 
todos a estos dos departamentos lo que van a perder realmente. 


Me gustaría buscar soluciones para un sector que las está reclamando. En el interior del 
país, la amplia mayoría de los establecimientos del campo tienen que ver con la producción; el reparto 
en otros departamentos es diferente. Es necesario que cada uno de nosotros proponga lo que pueda 
para dar una mano al sector que así lo está solicitando. En ese sentido, tenemos el proyecto de ley que 
refiere al 18 %. 


Tengo en mi poder la lista de lo que cada departamento recibe de más con respecto a lo que 
se había proyectado recaudar por concepto de patente de rodados y lo que va a «perder» —dicho entre 
comillas— por el 18 % de la contribución. 


Quería dejar este aporte sobre la mesa porque creo que a la hora de analizar lo que vamos a 
negociar con el Gobierno nacional —en este caso con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto—, todo 
debe quedar claro. 


Muchas gracias. 


SEÑOR FALERO..- El razonamiento que hace la señora senadora Ayala se debe a una respuesta que 
recibimos de la OPP de que, por un lado, se iba a perder y, por otro, la recaudación del Sucive sería 
mayor —esto es real- y, de alguna manera, estaba siendo contemplada en la ejecución presupuestal de 
los gobiernos departamentales. Nosotros hemos tenido presupuestos de escritorio de las obras que 
hoy estamos pagando que están muy por encima de lo que habíamos planificado. De alguna manera, 
lo que dice la señora senadora cae por tierra porque si tenemos mayores costos de obra este tema no 
nos habilita. Si por alguna razón se entendiera conveniente recurrir a la recaudación del Sucive, la 
realidad es que seguimos generando una mayor desventaja entre el interior y la capital, porque 
porcentualmente el departamento que más ha aumentado el valor del Sucive es Montevideo, que 
alcanzó un 35 % en el año 2015. No creo que esa sea la forma de determinar si perdimos o no 
perdimos. Si tenemos que hacer un aporte al sector productivo, debemos hacerlo en forma equitativa. 
Si simplemente hacemos la cuenta de que cobramos de más acá, restamos lo que tenemos que 
aportar y no agregamos lo que está costando de más la inversión, es muy difícil ser justo. Creo que 
vamos a tener que encarar este proceso de análisis en el ámbito de la OPP. No puedo dejar pasar 
estos comentarios porque, con ese criterio, se podría decir que los $ 250:000.000 tienen que ser 
proporcionales a la recaudación del Sucive; en ese caso, obviamente Montevideo tendría que pagar el 
50 % y no creo que deba ser así. Ni una cosa ni la otra, busquemos el equilibrio. Por suerte en el 
Congreso de Intendentes hay equilibrio y trabajamos con mucho criterio para no golpearnos entre 
nosotros. Los señores senadores han sido testigos de lo que ha sido la última negociación. Vamos a 
seguir la línea de negociar entre todos de la mejor forma para poder tener el presupuesto que nos 
habíamos fijado y concretar los compromisos que habíamos asumido, que es algo fundamental. En lo 
único que quiero insistir —y en algún momento vamos a tener que hablar— es en el compromiso que 
asumimos como consecuencia del aumento de la contribución, que hoy no está. Creo que vamos a 
tener que revisar ese compromiso en la modificación presupuestal, más allá de que después, en base 
a los ahorros individuales de cada intendencia, se pueda concretar igual, pero sin la «espada de 
Damocles» de que tenemos que cumplir con el 30 % que establece el Programa 372, porque cuando 
eso se fijó teníamos un dinero que hoy no tenemos. Quiero que quede claro. Me parece que no es 
difícil de entender. A partir de ahí vemos cómo distribuimos, cómo ayudamos, cómo negociamos con la 
OPP. Si esta comisión entiende que sería saludable que nosotros fuéramos intercambiando ideas y 
avanzando, no tenemos problema; al contrario, agradecemos que nos ayuden, pero ese es el ámbito 
de negociación que estableció el señor Presidente de la república. 


Con respecto a las negociaciones, nosotros siempre decimos que, sin duda, la recaudación 
ha sido mayor desde que se reestructuró en el año 2005, tomando como base lo que sucedió después 
de la crisis. Creo que en aquel momento realmente tuvimos una oportunidad y no lo digo porque esté 
aquí el señor senador Mujica, pero durante su presidencia se instrumentó lo que primero fue el ICIR y 
después se transformó en el impuesto al patrimonio. El 90 % de lo que se recaudaba por el ICIR era 
para caminería rural y el 10 %, para la UTEC, pero después este impuesto se derogó, se creó el 
impuesto al patrimonio y las intendencias en lugar de tener un 90 % recibíamos un 45 % porque 
comenzó a intervenir el Ministerio de Transporte y Obras Públicas. Quiero refrescarles la memoria en 
cuanto a que llegamos al ICIR como consecuencia de que habíamos analizado que la producción se 
había multiplicado por cuatro y la recaudación de la caminería rural era la misma. Con un porcentaje 
tan pequeño era imposible hacer frente al tipo de caminería rural que se estaba necesitando; 
antiguamente los vehículos transportaban cargas de veinte toneladas y luego estas pasaron a ser de 
cuarenta y cinco toneladas, con una capacidad cuatro veces mayor. Todo eso motivó que se 
instrumentara el ICIR. Y de aquellos mil millones que cobramos para esa caminería en el último año de 
la presidencia de Mujica, pasamos a 450 y arrancamos con ese monto. Por eso digo que ya perdimos 
en la negociación. 


Ahora bien; lo hicimos a conciencia. ¿Por qué? Porque por otro lado contábamos con el 
ingreso relacionado con la contribución y que ahora tampoco lo tenemos. 


Por lo tanto, ese cálculo tienen que conocerlo. No se trata de exponerlo públicamente pero, 
en un ámbito de trabajo como este, debemos poner todo arriba de la mesa. En ese aspecto, estamos a 
las órdenes. 


Tenemos por delante una tarea con la OPP para arreglar esto y no nos opondremos a la ley, 
pero me parece que no es menor lo que estamos diciendo. Y a pesar de que esto nos trastoca en 
forma diferente a todos —es un gorro de lana que hoy tenemos en el congreso—, sabemos que 
debemos dar una mano. Sí decimos, repito, que tenemos por delante una tarea para afectar, lo menos 
posible, los compromisos asumidos. 


SEÑOR SUREDA.- Respecto a lo mencionado por la señora senadora Ayala, quiero referirme a los 
números que se manejan. 


Cuando nos reunimos con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, un asesor del señor 
Álvaro García nos dijo «Miren, a ustedes la recaudación les creció en Sucive doscientos millones y esto 
es más o menos lo que estimamos que están bajando por acá, entonces se compensa con esto». Le 
hicimos una observación y la preguntamos de dónde salían las cifras, porque nos pareció que sí 
sabíamos de dónde salían: de Afisa. Manejaban las mismas planillas que manejamos nosotros. 
Entonces le digo a la señora senador Ayala lo mismo que dijimos en esa reunión a Álvaro García y sus 
asesores: en esa planilla de Afisa se incluyen las multas. Para poder comparar los montos habría que 
dejar de lado las multas que se recaudan en las 19 intendencias y que están incluidas en esos 
doscientos millones y, además, tener en cuenta la estimación que se hace en los presupuestos, a 
valores de las intendencias, del 1. de enero de 2016. Para hacerlo comparable habría que restarle la 
indexación que los mismos tienen incluidos en cada uno por la inflación. 


Entonces, tenemos un doble efecto de inflación. No implica que no sea cierto que aumentó la 
recaudación, pero no son esos doscientos millones, hay que deflactarlos para llegar a una cantidad —si 
se quiere trabajar en esa línea— y trabajar sobre números más reales. 


SEÑORA AYALA.- En mi intervención dije que se trataba de un elemento más a poner sobre la mesa 
para la negociación que llevarán adelante con la OPP. No me cabe duda que llegarán a un buen 
resultado. De hecho, los propios representantes del Congreso de Intendentes dijeron que desde 2005 
hasta acá, las intendencias están teniendo un trato realmente muy bueno, lo que pude comprobar en el 
período en que estuve de ese otro lado, por decirlo así. 


Por supuesto que casa peso y cada recurso más que pueda ir al interior, siempre será 
aplaudido por nosotros porque desde allí se busca la posibilidad de obtener más recursos para volcar 
en el territorio. 


Repito que lo mencionado es un elemento más que, sí o sí, debemos tener en cuenta y 
poner encima de la mesa, más aún cuando hay un sector que solicita ser atendido en determinadas 
circunstancias, como esta. En este caso, ese sector radica en el interior de nuestro territorio. Por eso 


planteaba la posibilidad de dar una mano, desde el interior, a la gente que se desarrolla en nuestro 
territorio. 


Insisto, este era simplemente un elemento más para tener arriba de la mesa y trabajarlo. 
Como lo han dicho los representantes del congreso, OPP ya lo ha planteado y estoy segura de que se 
llegará a un buen entendimiento, más allá de todas las reuniones que se puedan tener para discutir el 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuál es el razonamiento que hacemos nosotros? 


Ante todo, hay un reclamo público de los sectores productivos del agro que, más o menos — 
más allá de las polémicas—, todos creemos que tiene cierto fundamento. 


Este no es el único proyecto de ley que envió el gobierno, algunas de las iniciativas ya fueron 
votadas y ahora se están considerando en la Cámara de Diputados y según la información que se nos 
dio, se dispone una exoneración, sobre todo para los productores que aportan Imeba, por un total de 
unos USD 18:000.000. Con respecto a este proyecto de ley, el Gobierno entiende que tendría un costo 
de USD 9:000.000 —esta información ustedes pudieron verificarla en la versión taquigráfica— y si bien 
es cierto que dice que es un impuesto nacional y que el destino de la recaudación sería departamental 
—de todos modos el Parlamento lo tiene que aprobar-—, en la medida en que la contribución rural, más o 
menos, dependiendo de cada intendencia, representa un tercio del total de la recaudación, se dispone 
que se contribuya en la misma medida. El señor senador Delgado planteó una iniciativa a la que luego 
el resto nos fuimos sumando —en lo personal incluso hice alguna propuesta—, en el sentido de dar al 
Poder Ejecutivo la facultad de extender el beneficio para el próximo año. Aquí se habló del 2018 y 
2019, por lo que no era justo que se pidiera a las intendencias que hicieran ese esfuerzo y no se 
extendiera para los otros años. Nosotros lo dimos y esperamos que la Cámara de Diputados lo 
ratifique. 


Es notorio que los Gobiernos departamentales hacen mil maravillas para estar más cerca de 
la gente; es sabido que no solo tapan los agujeros de las calles, sino los de todo tipo. Está claro que la 
intención no es quitarles recursos. Incluso, cuando consultamos al Gobierno, se nos dijo que este 
beneficio representaría un 0,4% del total de la recaudación y que en ningún caso ese porcentaje 
debería superar el 2% del presupuesto, lo que no es menor. Si bien esta iniciativa fue enviada por el 
Poder Ejecutivo, el Parlamento tendrá que aprobarla, y si esto sucede, deberíamos tomar la palabra al 
gobierno en cuanto a que el esfuerzo de las intendencias no debería ser superior a ese 2%. Digo esto 
porque se hacen los cálculos pero luego hay que ver qué sucede en la realidad y si los legisladores 
vamos a votar este porcentaje que nos envía el Poder Ejecutivo, que no debe superar el 2%, 
deberíamos tomar los recaudos para que el peso que recaiga sobre las espaldas de las intendencias 
no sea superior a ese. Por lo tanto, entiendo que deberíamos tener la información de parte de OPP y 
de las intendencias, cuando terminen los años fiscales, para saber si en alguna de ellas superó el 
presupuesto proyectado, indexado como decía el contador Sureda, para que llegado el caso el 
Parlamento pueda instrumentar las compensaciones correspondientes. Ahora bien; ante esta coyuntura 
y con la sequía que agrava la situación, parece difícil no habilitar este mecanismo. 


En cuanto a la recaudación del Sucive que mencionaba la señora senadora Ayala —ella 
ocupó el cargo de intendente en su departamento—, que habrá que compensar por el tema de las 
multas, debo decir que entiendo que no estamos en una situación de incobrabilidad de las patentes. 
Incluso, el Sucive fue un gran acierto del Gobierno de Mujica, porque era un lío de todo tipo; 
Montevideo recaudaba más porque capaz era lo que se le sacaba año a año. Pero fue un gran acierto. 
Esa guerra de patentes era muy difícil de solucionar si de parte del Gobierno nacional no había alguien 
que planteara una ingeniería jurídica y financiera, en donde nadie se llevara menos de lo que estaba 
llevando. De lo contrario era imposible. Son de esos logros que una vez que están, sucede lo mismo 
que con el agua potable o: una vez que se tiene en la casa, ya no se preocupa de quien la trajo. 


Hago estas consideraciones para que vean que no hay ningún afán de quitar recursos ni 
mucho menos. Creo que la coyuntura nos está obligando a todos, porque tampoco pienso que tengan 
interés de decir que no se les toque un peso porque la realidad que tienen en la puerta de las 
intendencias no los sensibiliza. Era una reflexión general. 


SEÑOR OSORIO.- Una reflexión. Creo que el hecho de que podamos manejar un máximo, como se 
plantea, es algo que deberíamos analizar porque seguramente en la medida en que podamos avanzar 
y manejar números actualizados, nos vamos a encontrar con realidades muy diferentes en los 19 
departamentos. Entonces, esa es una variable que puede llegar a ser interesante. 


En cuanto a lo que planteó el senador Delgado, en cuanto a qué otros elementos podemos 
poner sobre la mesa a los efectos de tratar de mitigar el impacto en la prestación de servicios e 
inversiones en un territorio, debo decir lo siguiente. Hemos avanzado en la temática y hoy estamos 
trabajando en cambiar el estatus de mucha de la caminería rural. Estamos trabajando para ser más 
eficientes. ¿De qué forma? Aquel camino que lo tenemos que hacer dos o tres veces al año en piso de 
tosca, debemos hacer un esfuerzo y generar una ingeniería financiera para transformarlo en un 
pavimento superior. Esto significa un esfuerzo financiero inmediato, pero a mediano plazo es 
muchísimo más eficiente. Esto se hace con dinero y es algo que se está concretando en base a ese 
acuerdo marco que se hizo para este período que está en curso. 


A fin de lograr sostener esto, tal vez, un elemento que podamos poner sobre la mesa tiene 
que ver con las intervenciones que hoy hacemos en los departamentos, con recursos propios, y que 
tienen que ver con la infraestructura. Hay que tener en cuenta que lo que se certifica por caminería 
rural es del orden de un 30% de lo que se hace efectivamente, en términos generales, en el contexto 
país. Lo que estamos obligados a poner como contrapartida es el 30% de lo que certificamos y no de la 
totalidad de lo que intervenimos. Ahí hay una variable que nos puede llegar a permitir tener flexibilidad 
y poner como contrapartida cualquier intervención que efectivamente se verifique en materia de 
caminería rural. 


Por otra parte, tenemos lo que se ha venido llamando «gasto social» que realizan los 
Gobiernos departamentales. En el primer gobierno del presidente Vázquez se hizo un estudio 
exhaustivo que dio cuenta de que las comunas andaban en el orden del 30% de gasto social que, de 
alguna manera, era financiado con recurso propio que no tenía un origen presupuestal prestablecido ni 
una transferencia específica para atenderlo. Tal vez sea el momento para que del 66% de ese fondo de 
desarrollo del interior, que es ejecución nacional —-que no tenemos desde la comisión sectorial y, por 
ende, desde el Congreso de Intendentes, claridad respecto hacia dónde efectivamente se ejecutan 
esos recursos—, se pueda generar un espacio para transferir recursos —o para financiar—, aunque no 
sean ejecutados por los Gobiernos departamentales en materia de salud, de producción o de 
educación. Esto podría, de alguna manera, generar la tranquilidad de que esos servicios no puedan ser 
interrumpidos con una pérdida en materia de recursos presupuestales. 


SEÑOR FALERO.- Redondeando, por lo menos, de mi parte, la exposición, quiero agradecer la 
oportunidad que se nos ha dado. 


Con respecto a algunas apreciaciones que hizo el señor presidente sobre la iniciativa del 
Poder Ejecutivo de solicitar apoyo a las intendencias en este momento difícil del sector productivo, 
debo decir que la compartimos con la única salvedad de que eso no se nos solicitó, se nos impuso. 
Quiero que quede claro esto porque me parece que es el ámbito en el que tenemos que decirlo. 


Si me hubieran consultado del Poder Ejecutivo, diciéndome que necesitan un aporte de los 
Gobiernos departamentales, habría sido diferente. Acá no hay consulta, este aporte fue una imposición 
del Poder Ejecutivo. Es más; se ha dicho que no debería superar el 2 % y me parece que esa es una 
medida saludable, pero quizás no debería ser el 2 % sino, por ejemplo, el 1 %, es decir, un porcentaje 
proporcional a nuestras recaudaciones. No es lo mismo, en montos globales, el 2 % de un presupuesto 
de San José que de Montevideo. Creo que ahí está el trabajo que no hicimos y que estamos intentando 
hacer ahora con la OPP, para lograr que el monto no sea tan discrecional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Obviamente, el Poder Ejecutivo impone si el Parlamento lo autoriza. 
SEÑOR FALERO..- Está bien, pero no fuimos consultados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso está claro. Y permítame agregar que el planteo del Poder Ejecutivo es 
que en ningún caso se va a superar el 2 % presupuestal de cada intendencia. Eso es lo que se plantea. 
No estaríamos hablando del monto total sino del de cada intendencia, y eso figura en la versión 
taquigráfica. 


SEÑOR SUREDA.- Aprovechando que estamos con la fuente, pregunto si ese 2 % se refiere al total de 
los recursos o a los de origen departamental, porque se trata, más o menos, de mitad y mitad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No puedo contestar eso. 


SEÑOR SUREDA.- Voy a analizar el tema. 


SEÑORA AYALA.- A alguna intendencia ese 2 % le afectaría como monto máximo; el promedio de 
afectación es menos del 1 %. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, es de 0,4 %. Lo que no sabemos es si se trata del 2 % del 
presupuesto o de los recursos propios. 


SEÑOR FALERO.- Correcto; tal vez ese no sea un tema que los señores senadores puedan apreciar 
ahora, ¡si todavía no tenemos los números correspondientes! Cuando los tengamos vamos a ir 
trabajándolos, con gusto, pero creo que podríamos haber llegado a lo mismo por caminos diferentes. 
No obstante, ya está todo dispuesto, no nos vamos a negar a este apoyo y buscaremos internamente — 
entre nosotros— la forma de compensarnos o, por lo menos, de equilibrar ese aporte que nos 
distorsiona —esto es real- de forma diferente. 


Lo otro, que no me parece un tema menor —se ha hecho una apreciación al respecto-, es la 
importancia de haber logrado el Sucive. Debo destacar que estuve presidiendo el Sucive desde el año 
2012, en que se creó; desde el año pasado lo hace Yamandú Orsi. Ahora bien; creo que el Sucive fue, 
sin duda, un gran acierto del Poder Ejecutivo del momento y también debo destacar la buena voluntad 
de las diecinueve intendencias. Me parece que todos pusimos algo porque, si miramos lo que sucedía 
en los congresos de intendentes anteriores —yo no era intendente pero participé como secretario—, 
podemos ver que no podíamos avanzar en otros temas porque estaba la guerra de las patentes de por 
medio. Creo que el acuerdo que se logró, implicó un sacrificio de la sociedad y del Poder Ejecutivo. 
Hoy ya no estamos subsidiados porque se han equilibrado los números. Ese fue un claro ejemplo de 
que, con esfuerzo y trabajo, las cosas se logran y creo que esto, repito, debemos destacarlo. 


Para finalizar, considero relevante mencionar esa necesidad de atender la caminería rural, 
que es un problema que castiga de forma muy importante a las intendencias; pienso que en algún 
momento va a haber que revisar los porcentajes. Por el artículo 214 de la Constitución nos 
corresponde determinado porcentaje; al día de hoy tenemos acordado un 3,33 %, pero como 
recordarán, en el año 2000 habíamos logrado un 3,85 %. Sinceramente, creo que más allá de que 
hablamos mucho de descentralización, es una materia que todavía tenemos pendiente; no lo estoy 
planteando para ahora, pero si hay una instancia de modificación presupuestal habría que tener este 
tema en cuenta considerando que, en los números, afecta mucho más la recaudación del interior que 
la de la gran metrópolis, y si se quiere dentro de este concepto se puede incluir también a San José 
para que no se diga que es un tema político. Reitero que con respecto a esta situación también hay 
una afectación muy importante del interior, dejando aparte San José, Montevideo y Canelones. En 
lugar de mejorar se retrocede en lo que tiene que ver con los recursos propios del interior porque 
muchas veces la gran metrópolis ha sido receptora de aportes del interior en otros servicios. En la 
negociación que hagamos con la OPP puede ser que podamos mejorar un poco la apuesta que se 
hace a la descentralización en el Uruguay que a todos —nos consta— nos preocupa, pero que en los 
hechos todavía tenemos en el debe. 


Era cuanto tenía para decir. 


SEÑORA AYALA.- Por supuesto que lo que se logró con las patentes es algo a resaltar en el país 
porque es parte del devenir de la historia y marcó un hito en el relacionamiento entre las intendencias. 
Otra cosa que se logró —y no es menor- fue sanear el tema de las deudas que las intendencias tenían 
con UTE, que presupuestalmente tampoco es menor. 


Por otro lado, hablando de la descentralización, ayer comenté que para mí hay algo que está 
sucediendo en el país y que creo que puede ser el corte del círculo vicioso que históricamente existió 
en el interior, que es el drenaje, más que nada, de la población joven hacia la zona metropolitana. Este 
corte a mi juicio se produce por la descentralización de la educación que se comenzó a desarrollar en 
Uruguay, y no solo la de la Universidad de la República —que hoy está presente en Rivera y en 
Tacuarembó-, sino también la diseminación de la UTEC en diferentes lugares del interior y las diversas 
ofertas educativas de la UTU. Esperamos que este proceso siga extendiéndose. Desde mi punto de 
vista, muy del norte, recién estamos iniciando este proceso, pero ha provocado un corte del círculo 
vicioso del que hablé anteriormente y que puede, sí, dar pie a la descentralización. La gente joven en el 
interior es el motorcito que da impulso a todo el desarrollo. 


No quería dejar de decir esto teniendo en cuenta el plantel que hoy estamos recibiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Hacienda agradecemos a las autoridades del 
Congreso de Intendentes por la información brindada. 


(Se retiran de sala las autoridades del Congreso de Intendentes). 


—En primer lugar, en la primera reunión que tengamos debemos marcar prioridades. 
Habíamos dicho que íbamos a considerar los proyectos vinculados al tema del agro —por sí o por no—, 
y después marcaríamos prioridades. Eso por un lado. 


En segundo término, ¿cómo seguimos con este proyecto: invitamos a autoridades de OPP o 
lo votamos? 


SEÑOR AMORÍN.- No tengo inconveniente en votarlo hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En tercer lugar, con relación al pedido de audiencia de funcionarios de la 
Dirección General Impositiva, considero que no es un tema que tenga que tratar esta comisión: es para 
la Comisión de Presupuesto o para la de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


SEÑOR AMORÍN.- Con respecto a este último punto, hay una denuncia de parte de los funcionarios de 
la DGI. Si es un tema laboral, puede ir a la comisión correspondiente, pero me interesa saber qué se 
ha hecho con relación a esto. Se trata de aspectos que hemos votado en rendiciones de cuentas y en 
presupuestos en los que ha actuado la Comisión de Hacienda; por ejemplo, hemos votado que los 
ascensos para cubrir algunas vacantes se tienen que hacer por concurso y ahora nos están informando 
que no se procede de esa manera. Entonces, no estoy planteando invitar a todo el mundo, pero me 
parece importante que vengan a esta comisión autoridades de la Dirección General Impositiva para 
que nos expliquen cómo tratan esos temas. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica). 


—Entonces, propongo que se remita a la DGl una carta —adjuntándole la nota presentada por 
los funcionarios— para que nos aclaren el tema y nos informen por escrito si es cierto lo que plantean 
los funcionarios. De ese modo no es necesario que vengan a esta comisión. 


(Apoyados). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pregunto a los señores senadores si están de acuerdo en tratar ahora el 
proyecto de ley enviado por el Poder Ejecutivo sobre la exoneración de un porcentaje de la 
contribución inmobiliaria rural. 


(Apoyados). 
—Entonces, lo ponemos a consideración. 
Léase el artículo 1.*. 
(Se lee). 


«Artículo 1.”.- Establécese para los Ejercicios 2018 y 2019 una reducción del 18 % (dieciocho 
por ciento) respecto de la alícuota de la Contribución Inmobiliaria Rural establecida por el artículo 652 
de la Ley N* 15.809 de 8 de abril de 1986, a los propietarios de padrones rurales que exploten a 
cualquier título padrones que en su conjunto no excedan de 1.000 hectáreas índice CONEAT 100». 


—En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 2.*. 


(Se lee). 


«Artículo 2”.- Establécese para los Ejercicios 2018 y 2019 una reducción adicional del 10 % 
(diez por ciento) del monto a pagar por el Impuesto de Contribución Inmobiliaria Rural, a los 
productores comprendidos en el artículo anterior, siempre que no sean contribuyentes del Impuesto a 
las Rentas de las Actividades Económica (IRAE)». 


—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 3.*. 


(Se lee). 


«Artículo 3”.- Para tener derecho a los beneficios establecidos en la presente Ley, se deberá 
presentar en las Intendencias correspondientes, dentro de los 120 (ciento veinte) días del ejercicio, 
declaración jurada con detalle del total de los padrones que al 1” de enero anterior explotaban a 
cualquier título, con indicación del correspondiente valor real de cada uno. 


Para el presente ejercicio el plazo a que hace referencia el inciso anterior deberá contarse a 
partir de la promulgación de la presente Ley. 


En los casos en que los pagos del mencionado impuesto ya realizados excedan el monto del 
importe anual del mismo, por dicho exceso el contribuyente tendrá un crédito que podrá aplicar al pago 
del impuesto correspondiente al siguiente ejercicio». 


—En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


=5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si los señores senadores están de acuerdo, puedo ser el miembro informante. 


(Apoyados). 


—No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 11:21). 


EXKKKKk 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


